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Asunto: Acción de tutela Nº 2022 – 589 

 

Proveniente del Juzgado Cuarenta de Pequeñas Causas y Competencia 

Múltiple. 

 

Sentencia Segunda Instancia 

 

Fecha:   Junio catorce de dos mil veintidós 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 29 del Decreto Nacional 2591 de 1991 se 

emite sentencia de segundo grado en la actuación de la referencia. 

 

1.- Identificación del solicitante: (Art. 29 Núm. 1 D. 2591/91):  

 

- Luz Patricia Avendaño Morales, identificada con C.C51.922.908. 

 

2.- Identificación de quien provenga la amenaza o vulneración: (Art. 29 Núm. 2 D. 

2591/91):  

 

a) La actuación es dirigida por el tutelante en contra de: 

 

- Secretaria de Movilidad de Cundinamarca Sede Operativa Choconta. 

 

3.- Determinación del derecho tutelado: (Art. 29 Núm. 3 D. 2591/91):  

 

El accionante indica que se trata de los derechos fundamentales de petición, igualdad, libre 

desarrollo de la personalidad. 

 

4.- Síntesis de la demanda:  

 

a) Hechos: La parte accionante indicó: 

 

- En marzo 3 de 2022 solicitó la revocatoria de una foto multa. 
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- Hasta la fecha de presentación de la acción de tutela no recibió respuesta. 

 

- El vehículo que supuestamente conducía ya no es de su propiedad, y no ha podido 

hacer el traspaso, ni pagar el impuesto. 

 

b) Petición:  

 

- Se resuelva la petición formulada. 

 

5- Informes: 

 

a) Secretaría de Transporte y Movilidad de Chocontá. 

 

- Luz Patricia Avendaño Morales, radicó derecho de petición en marzo 3 de 2022 

bajo el radicado 2022023367. 

 

- Mediante oficio No. 2022640286 de abril 11 de 2022, enviado en abril 12 de 2022, 

dio respuesta a cada una de las peticiones formuladas por la accionante. 

 

- Aun cuando la accionante había suministrado otro correo, envío nuevamente la 

respuesta al aportado en el presente trámite. 

 

- No procede la acción de tutela como mecanismo transitorio, en tanto no se advierte 

la presencia de un perjuicio irremediable. 

 

6.- Decisión impugnada.  

 

Se resolvió la primera instancia de la siguiente manera: 

 

a) Consideraciones: Negó el amparo teniendo en cuenta que: 

 

- La controversia gira en torno a revocar el comparendo No. 

25183001000031920162. 
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- Teniendo en cuenta que se surtió en legal forma la notificación del comparendo, la 

entidad cumplió con todo el proceso contravencional, respetando el debido proceso.  

 

- La accionante cuenta con otras vías para impugnar el comparendo, como la acción 

de nulidad y restablecimiento del derecho. 

 

- La acción de tutela no fue creada para sustituir los recursos contra las decisiones de 

la administración. Como en el caso de marras donde la actora tenía conocimiento 

del comparendo y debió haber hecho uso de estos. 

 

- No procede una protección temporal en tanto no se evidencia un perjuicio 

irremediable. 

 

- Las decisiones que toman las autoridades administrativas, gozan de presunción de 

legalidad. Por tanto, para ser objeto de estudio se debe acudir al juez competente. 

 

b) Orden:   

 

- Negar el amparo constitucional. 

 

7.- Impugnación: (Art. 29 Num. 3 D. 2591/91): 

 

Luz Patricia Avendaño Morales, presentó impugnación sin realizar fundamentación alguna. 

 

8.- Problema jurídico:  

 

¿La accionada y vinculadas vulneraron los derechos deprecados por la accionante? 

 

9.- Consideraciones probatorias y jurídicas: 

 

a.- Normas aplicables: Artículo 23 y 29 de la Constitución Política de Colombia. 
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b.- Fundamentos de derecho:  

 

El derecho de petición está catalogado como fundamental de aplicación inmediata, según el 

artículo 85 de la Constitución Política y está definido en el artículo 23 ibídem como el que 

tiene toda persona a presentar peticiones a las autoridades por motivos de interés general o 

particular y a obtener pronta resolución. 

 

La Corte Constitucional ha fijado características especiales, que buscan la resolución y 

protección inmediata de este derecho fundamental. Ha considerado que el núcleo esencial 

de este derecho reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión. En varios 

pronunciamientos como las sentencias T- 377 de 2000, T- 161 de 2011, T-146 de 2012, T-

149 de 2013 y T- 139 de 2017/, indicó: 

 

“…19.- De conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política “[t]oda persona 

tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés 

general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su 

ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales." 

 La Corte ha señalado, en reiteradas oportunidades, que el derecho fundamental de petición 

es esencial para la consecución de los fines del Estado tales como el servicio a la 

comunidad, la garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la 

Constitución, y la participación de los ciudadanos en las decisiones que los afectan, así 

como para asegurar que las autoridades cumplan las funciones para las cuales han sido 

instituidas.[34] 

      20. Asimismo, esta Corporación ha indicado que el derecho de petición se satisface 

cuando concurren los siguientes elementos que constituyen su núcleo esencial[35]: (i) la 

posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las 

autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; (ii) la 

prontitud y oportunidad de la respuesta, es decir, que se produzca dentro de un plazo 

razonable, que debe ser lo más corto posible[36]; (iii) la emisión de una respuesta clara, 

precisa y de fondo, que supone que la autoridad competente se pronuncie sobre la materia 

propia de la solicitud de manera completa y congruente, es decir sin evasivas, respecto a 

todos y cada uno de los asuntos planteados y (iv) la pronta comunicación de lo decidido al 

peticionario, al margen de que la respuesta sea favorable o no, pues no necesariamente se 

debe acceder a lo pedido[37]…” 

 

Respecto al derecho a la igualdad la Corte Constitucional en sentencia T-062 de 2018 

indicó: 

 
“El derecho a la igualdad y a la no discriminación se encuentra consagrado en el artículo 

13 de la Constitución Política, el cual señala que todas las personas son iguales ante la ley 

y deben recibir el mismo trato por parte de las autoridades sin distinción de raza, sexo, 

origen nacional o familiar, lengua, religión u opiniones políticas o filosóficas. La 

jurisprudencia de la Corte ha expresado que el concepto de igualdad es multidimensional, 

pues se trata tanto de un derecho fundamental como de un principio y una garantía[119]. 

La igualdad se ha entendido en tres dimensiones diferentes: la primera de ellas es la 

igualdad formal, que significa un trato igualitario a la hora de aplicar las leyes; la segunda 

es la igualdad material, entendida como la garantía de paridad de oportunidades entre los 

distintos individuos; y, finalmente, existe el derecho a la no discriminación, que conlleva la 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn119
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prohibición de dar un trato diferente con base en criterios sospechosos de 

discriminación[120]. 

Igualmente, el derecho a la igualdad no solo busca erradicar aquellos comportamientos 

que lesionan los derechos fundamentales de las personas o grupos que histórica y 

sistemáticamente han sido discriminados, sino que también propende porque el Estado 

cumpla con la obligación de darles un trato diferencial positivo a dichos grupos, en aras de 

lograr erradicar las barreras que les impiden desenvolverse en sociedad en igualdad de 

condiciones[121]. Siendo así, la Corte ha sostenido que un trato diferenciado a dos 

personas no vulnera el derecho a la igualdad, cuando se trata de eliminar desigualdades 

materiales que existen en la sociedad. 

3.14.2. Dicho trato diferenciado suele expresarse a través de acciones afirmativas, que 

corresponden a aquellas medidas que buscan dar un trato ventajoso o favorable, a 

determinadas personas o grupos sociales que tradicionalmente han sido marginados o 

discriminados, con el propósito de permitir una igualdad sustancial entre todas las 

personas[122]. El artículo 6 de la Ley 1618 de 2013 señala que dichas acciones 

corresponden a “[p]olíticas [o] medidas (…) dirigidas a favorecer a personas o grupos con 

algún tipo de discapacidad, con el fin de eliminar o reducir las desigualdades y barreras de 

tipo actitudinal, social, cultural o económico que los afectan”. Ese mismo artículo establece 

que es un deber de la sociedad en general el “[a]sumir la responsabilidad compartida de 

evitar y eliminar barreras actitudinales, sociales, culturales, físicas, arquitectónicas, de 

comunicación, y de cualquier otro tipo, que impidan la efectiva participación de las 

personas con discapacidad y sus familias”. 

La jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que dentro de las acciones afirmativas 

se encuentran las de discriminación positiva o inversa, en las que se utiliza un criterio 

sospechoso de discriminación –como la raza, el sexo o la discapacidad– pero con el 

propósito de fomentar o acelerar la igualdad real de los grupos históricamente marginados, 

en la designación o reparto de bienes o servicios escasos, como podrían ser cupos 

universitarios, puestos de trabajo o, incluso, selección de contratistas. Algunos ejemplos de 

este tipo de medidas con base en el uso de un criterio sospechoso de discriminación, como 

ocurre con la discapacidad, son: (i) la excepción al cumplimiento de la restricción del 

“pico y placa” para vehículos particulares que transporten personas con discapacidad 

(establecida, por ejemplo, en el Decreto Distrital 575 de 2013, art. 4, núm. 7[123]); y (ii) el 

deber de disponer de sitios de parqueo para personas con movilidad reducida en todo lugar 

en donde existan parqueaderos habilitados para visitantes (Decreto 1538 de 2005, arts. 11 

y 12, reglamentario de la Ley 361 de 1997[124]).” 

 

c.- Caso concreto:  

 

Revisadas las pretensiones del actor y el devenir de la acción de tutela, advierte el 

Despacho que el objeto principal de la misma y que podría afectar derechos fundamentales, 

es la no contestación del derecho de petición presentado por la accionante. 

 

En el presente asunto la accionada con informe allegado ante el a quo aportó copia de la 

respuesta enviada a la accionante, en la que le indicó: 

 

- Acorde lo señalado por la Corte Constitucional el sistema de detección electrónica 

puede seguir funcionando y por ende se dar continuidad a la notificación a los 

propietarios de los vehículos. 

 

 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn120
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn121
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn122
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn123
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn124
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- La instalación de cámaras para detectar presuntas infracciones a las normas de 

tránsito no fue declarada inconstitucional, ni la normatividad dispuesta para el 

efecto. 

  

- Las normas indican que el sistema podrá identificar el vehículo o al conductor, pero 

no exige que ambos estén plenamente identificados para que proceda la sanción. 

 

- La sentencia C-038 de 2020, establece que el propietario debe ser vinculado al 

procedimiento administrativo, para que pueda ser multado. Donde debe demostrarse 

que él, fue quien cometió la infracción. 

 

- No se vulneró el debido proceso, teniendo en cuenta que, se surtió la notificación de 

la orden de comparendo, a fin de que el propietario se hiciera presente y ejerciera la 

defensa de interés. En el presente asunto no se hizo presente y se surtió el 

procedimiento dispuesto en el Código Nacional de Tránsito. 

 

- En el trámite además de haber sido vinculado formalmente al propietario, se le 

informó que la orden de comparendo constituía una imputación directa y personal 

de la comisión de la infracción de su parte. Sin embargo, no se hizo presente, por lo 

que conforme los indicios obrantes en el expediente, a partir de su conducta 

contumaz se infiere la aceptación de la comisión de la infracción. 

 

- En la sentencia C-038 de 2020, no se exige identificar en la fotografía de radar el 

rostro o la fisonomía del conductor, por ende, la solicitud de exoneración es negada. 

 

- La notificación fue enviada mediante planillas para la imposición de envíos de la 

empresa de mensajería. 

 

- Solicitó las autorizaciones para la instalación de las SAST, a través del radicado No. 

SOL0000001447 ante el Ministerio de Transporte, quien les indicó que cumplían 

con los requisitos establecidos en el artículo 6 de la Resolución 718 de 2018. 
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- Realizó el proceso de revisión técnica y evaluación de los criterios establecidos de 

toda la documentación, las cuales obtuvieron concepto técnico favorable, mediante 

consecutivo MT No. 20194000235591ª, del equipo de la Secretaría de Transporte y 

Movilidad de Cundinamarca en latitud 4.996.070 y longitud -73.869.959 

Gachancipá Vía Bogotá, Tunja KM 31 + 500. Lo anterior acorde el tramo que se 

indicó en la petición. 

 

- No hay lugar a revocar la actuación adelantada con las ordenes de comparendo, en 

la medida que la notificación se surtió en legal forma. La notificación de la 

comisión de la infracción se envió a la dirección reportada por el último propietario 

del vehículo involucrado. Notificándose por correo o aviso conforme lo dispuesto 

en la Ley 1843 de 2017. 

 

Cuando se habla de una respuesta de fondo no quiere decir que responder el derecho de 

petición implique otorgar lo pedido. Como ocurrió en el presente asunto donde fue negada 

la solicitud de revocar la actuación adelantada con las ordenes de comparendo. Lo anterior 

resulta ajustado a lo sostenido por la Corte Constitucional, en sentencias como la C-951 de 

2014, donde dispuso: 

 

“Ahora bien, en materia de respuesta de fondo a las solicitudes, la Corte ha advertido que 

la resolución de la solicitud no implica otorgar lo pedido por el interesado. Lo anterior, en 

razón de que existe una diferencia entre el derecho de petición y el derecho a lo pedido, que 

consiste en que: “el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No 

se decide propiamente sobre él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo 

sobre el reconocimiento o no del derecho subjetivo invocado ante la administración para la 

adjudicación de un baldío, el registro de una marca, o el pago de una obligación a cargo de 

la administración”[145]. Así, el derecho a lo pedido implica el reconocimiento de un 

derecho o un acto a favor del interesado, es decir el objeto y contenido de la solicitud, la 

pretensión sustantiva.  Por ello, responder el derecho de petición no implica otorgar la 

materia de la solicitud”. 

 

Lo anterior cobra mayor fuerza si se tiene en cuenta que la misma corporación en sentencia 

T-299 de 2018, indicó que se debía respetar la autonomía administrativa de las 

instituciones: 
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 “los jueces de tutela, al advertir la vulneración del derecho de petición, deben tan solo 

ordenarles a las autoridades responsables de responder las peticiones formuladas por las o 

los accionantes dar respuesta de fondo en un término perentorio, respetando su autonomía 

administrativa.” 

 

No es viable al juez constitucional, indicar o hacer manifestación alguna sobre el sentido de 

las decisiones que tomen las entidades accionadas. Lo fundamental es la verificación de la 

resolución a las peticiones en sentido estricto. Una respuesta es suficiente cuando resuelve 

materialmente la petición pronunciándose de fondo sobre los requerimientos del solicitante, 

sin que la misma deba ser afirmativa o negativa. Como ocurrió en el presente asunto donde 

le fue negada la solicitud de revocatoria directa de la revocatoria directa. Con lo cual se 

resolvió de fondo la petición, cosa distinta es que la accionada no hubiera acudido al 

proceso administrativo a efectos de hacer valer sus derechos. 

 

No encontrándose vulnerado el derecho de petición de la accionante, cumpliéndose con el 

debido proceso en el trámite surtido respecto de éste, que se constituye en la base del 

presente asunto conforme los hechos y pretensiones del escrito de la acción de tutela, no se 

advierte la vulneración respecto de los derechos indicados por la accionante, como 

igualdad, libre desarrollo de la personalidad, vida y honra. 

 

Si la accionante no estaba de acuerdo con los actos administrativos que fueran emitidos al 

respecto, bien pudo de ser el caso interponer los recursos, y solicitar como medida cautelar 

la suspensión provisional de estos, tal como fue señalado por la Corte Suprema de Justicia 

Sala de Casación Civil en providencia STC15097-2017 del 3 de octubre de 2017 M.P. 

Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, al indicar: 

 
“Sobre el particular, la Sala ha precisado que:  

…‘por tratarse de actos administrativos, el debate acerca de su legalidad cumple suscitarlo 

ante los Jueces Contencioso Administrativos competentes, a través de las acciones previstas 

en el Código Contencioso Administrativo, de acuerdo con las circunstancias y 

particularidades que, a juicio del interesado, experimentó la situación que generó lo 

resuelto por la administración y que es materia de inconformidad, a fin de generar las 

determinaciones con las cuales se obtenga el restablecimiento del derecho…’. Además, en 

este escenario la interesada puede solicitar como medida cautelar la suspensión provisional 

del acto ilegal, razón por la cual no se justifica la intervención del juez constitucional ni 

siquiera como mecanismo transitorio. Así las cosas, y en vista de que no se cumple el 

requisito de la subsidiariedad, la Corte confirmará…, la decisión de primera instancia que 

resolvió negar el amparo (CSJ STC, 9 dic. 2011, rad. 00330-01; reiterada en CSJ STC, 13 

jul. 2012, rad. 00153-01)”  
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En consecuencia, el Juzgado Diecisiete (17) Civil del Circuito de Bogotá D.C., 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley. 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión impugnada. 

 

SEGUNDO: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

TERCERO: NOTIFICAR la decisión por el medio más expedito. 

 

NOTIFÍQUESE,   

 

CESAR AUGUSTO BRAUSÍN ARÉVALO 

JUEZ 

©Å╦Ç 


